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Sobre: 

Incumplimiento de 
Contrato; 

Cumplimiento 
Específico; 

Reclamación de 
Daños y Perjuicios  

 

Panel integrado por su presidente el Juez Bermúdez Torres, la Juez 

Domínguez Irizarry y el Juez Ronda Del Toro
1
  

 
Ronda Del Toro, Juez Ponente 

 

 

SENTENCIA 

En San Juan, Puerto Rico, a 3 de diciembre de 2021. 

El 7 de agosto de 2020, compareció ante nos Supermercado 

Máximo INC. [en adelante, “Supermax” o apelante] mediante una 

Apelación. Solicitó que revoquemos una Sentencia emitida por el 

Tribunal de Primera Instancia [TPI], Sala de Bayamón, el 7 de 

abril de 2020. En la misma, el TPI desestimó las causas de acción 

pendientes en la demanda instada por el apelante contra BPP 

Retails Properties LLC [en adelante BPP o apelado]. 

Por los fundamentos que exponemos a continuación, 

confirmamos la sentencia recurrida. A continuación, exponemos 

los hechos que informan esta causa. 

 

 

 
1 Mediante la Orden TA-2020-167 del 16 de diciembre de 2020, se designó al 

Hon. Eric Ronda Del Toro, en sustitución de la Hon. Monsita Rivera Marchand. 
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I. 

El 10 de septiembre de 2012, Supermax presentó una 

demanda por incumplimiento de contrato contra BPP.2 Supermax 

alegó que era inquilino de un local en el centro comercial Dorado 

Shopping Center, y que BPP incumplió con su obligación como 

arrendador de proveerle mantenimiento al local. Además, el 

apelante reclamó una partida en daños por lo ingresos dejados 

percibir, en concepto de ventas, a causa del deterioro del 

estacionamiento del local. 

Por otra parte, en su Contestación a la Demanda, BPP negó 

las alegaciones de Supermax y presentó una Reconvención.3 En la 

misma alegó que la cesión de contrato que le realizó su anterior 

inquilino, el supermercado Grande, a Supermax para ocupar el 

local arrendado por BPP era contrario a las disposiciones pactadas.  

En atención a la Reconvención, Supermax negó que la 

cesión del contrato fuera contraria a sus disposiciones, y solicitó 

la disposición sumaria de la Reconvención. De igual forma, el 12 

de mayo de 2014, Supermax presentó una Moción Urgente 

Reiterando Solicitud de Orden Autorizando a Supermax a Llevar a 

Cabo Obras de Reparación y Mantenimiento en el Centro 

Comercial para realizar las obras de reparación a costo de BPP.4  

El 17 de julio de 2014, el TPI dictó una Sentencia Parcial en 

la cual acogió la sentencia sumaria instada por Supermax y 

autorizó a que se realizaran los trabajos solicitados por el apelante 

a costo de BPP, cuyo monto ascendió a $386,386.5 

Tras varios trámites procesales, el 12 de junio de 2020, el 

TPI emitió una Sentencia en la que declaró no a lugar las 

controversias restantes en la demanda instada por el apelante. El 

 
2 Apéndice, págs. 1-25.  
3 Apéndice, págs. 51-71. 
4 Apéndice, págs. 72-91. 
5 Apéndice, págs. 306-330. 
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TPI concluyó que, tras desfilar la prueba, Supermax no logró 

relacionar el daño con la pérdida de ventas, ni logró cuantificar los 

daños por la falta de reparaciones.6  

Insatisfecho, el 29 de junio de 2020, Supermax presentó 

una Moción de Enmiendas y Determinaciones Adicionales. La 

misma fue denegada el 8 de julio de 2020.7  

Inconforme, el 7 de agosto de 2020, Supermax instó la 

presente Apelación en la que formuló los siguientes señalamientos 

de error: 

Primer Error: Erró el TPI al declarar No Ha Lugar 

la Moción de Determinaciones Adicionales de 
Supermax a pesar de que las mismas surgen de la 

Sentencia Parcial y de la prueba no objetada ni 
refutada que desfiló ante el TPI. 

 

Segundo Error: Erró el TPI al aplicar un estándar 
erróneo de prueba para establecer el nexo causal y 

cuantía entre los daños sufridos por Supermax por 

incumplimiento contractual de BPP, muy por encima 
del estándar de preponderancia de la prueba aplicable 

a casos de daños por incumplimiento contractual.  
 

Tercer Error: Erró el TPI al no considerar la 
prueba no objetada ni refutada que estableció por 

preponderancia de la prueba los daños sufridos por 
Supermax como consecuencia del incumplimiento 

contractual de BPP. 
 

Cuarto Error: Erró el TPI al evaluar la evidencia 
pericial presentada.  

 

 El 30 de noviembre de 2020, BPP presentó su Alegato en 

Oposición. Evaluadas ambas comparecencias, disponemos.  

                                      II. 

A. Daños Contractuales 

En nuestro ordenamiento el Código Civil distingue entre la 

acción de daños y perjuicios extracontractual procedente del Art. 

1802 (31 LPRA sec. 5141) y la derivada del incumplimiento 

contractual. Muñiz-Olivari v. Stiefel Labs, 174 DPR 813, 819 

 
6 Apéndice, págs. 728. 
7 Apéndice, págs. 789-803. 
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(2008). La diferencia entre ambas acciones estriba en que en el 

caso de los daños extracontractuales la obligación nace 

quebrantamiento del deber de diligencia necesario para la 

convivencia social, mientras que en el caso de los daños 

contractuales la acción surge del incumplimiento de un deber 

acordado por voluntad de las partes. Id. Con respecto al segundo 

el Art. 1054 del Código Civil (31 LPRA sec. 3018) dispone que 

“quedan sujetos a la indemnización de los daños y perjuicios 

causados, los que en el cumplimiento de sus obligaciones 

incurrieren en dolo, negligencia o morosidad, y los que de 

cualquier modo contravinieren al tenor de aquéllas”.  

 Es decir, que la persona que sufre daños como consecuencia 

de un incumplimiento contractual tiene disponible una acción para 

recobrar los mismos. A esos efectos, el Art. 1059 del del Código 

Civil (31 LPRA sec. 3023) establece que “la indemnización de 

daños y perjuicios comprende no sólo el valor de la pérdida que 

haya sufrido, sino también el de la ganancia que haya dejado de 

obtener el acreedor, salvas las disposiciones contenidas en las 

secciones siguientes”. Para que proceda dicha indemnización la 

parte promovente de la acción tiene que “probar la existencia de 

los daños alegados y del incumplimiento culposo o doloso de la 

obligación contractual”. Muñiz-Olivari v. Stiefel Labs, supra. En 

adición a lo anterior, debe existir una relación causal entre el 

incumplimiento contractual y los daños sufridos. Id.  

 Por otra parte, nuestro Tribunal Supremo ha resuelto que 

los daños resarcibles por incumplimiento contractual también 

están sujetos al requisito de previsibilidad. Colón v. Glamorous 

Nails, 167 DPR 33, 52 (2006). Con relación a ello el Art. 1059 del 

del Código Civil (31 LPRA sec. 3023) dispone que: fuera de los 

casos expresamente mencionados en la ley, y de los en que así lo 
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declare la obligación, nadie responderá de aquellos sucesos que 

no hubieran podido preverse, o que, previstos, fueran inevitables. 

Consecuentemente, los daños resarcibles por incumplimiento 

contractual son aquellos que se pudieron prever al momento de 

constituirse la obligación. Colón v. Glamorous Nails, supra.  

 Por otro lado, el Tribunal Supremo ha expresado que la 

indemnización por daños y perjuicios consiste en atribuir al 

perjudicado una cantidad de dinero suficiente para compensar el 

interés perjudicado. Soc. de Gananciales v. F.W. Woolworth & Co., 

143 DPR 76, 82 (1997). “Al medir los daños en un caso, el 

juzgador debe hacerlo sobre una estricta base de correspondencia 

con la prueba, procurando siempre que la indemnización no se 

convierta en una industria y que no lesione la economía”. Atiles 

Moreu, Admor v. Mcclurg, 87 DPR 865 (1963). De igual forma, 

nuestro más alto foro ha reiterado que “los tribunales apelativos 

no deben intervenir con la estimación de los daños que realicen 

los tribunales de instancia a menos que las cuantías concedidas 

sean ridículamente bajas o exageradamente altas”. Soc. de 

Gananciales v. F.W. Woolworth & Co.,supra.      

Consecuentemente, “la parte que solicita la modificación de los 

daños está obligada a demostrar la existencia de las 

circunstancias que hacen meritorio que se modifiquen”. Canales 

Velázquez v. Rosario Quiles, 107 DPR 757 (1978).  

B. Testimonio Pericial 

 Es sabido que los foros apelativos debemos deferencia a la 

apreciación de la prueba realizada por las primeras instancias 

judiciales. McConnell v. Palau, 161 DPR 734, 750 (2004). Un 

axioma firme de nuestro ordenamiento establece que los 

tribunales revisores no debemos intervenir con la apreciación de 

la prueba desfilada, las determinaciones de hechos y las 
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adjudicaciones de credibilidad que haga el foro de instancia, salvo 

que haya indicios de pasión, prejuicio, parcialidad o error en la 

apreciación de la prueba. Dávila Nieves v. Meléndez Marín, 187 

DPR 750, 753 (2013); Rodríguez et al. v. Hospital et al., 186 DPR 

889, 908-909 (2012); Serrano Muñoz v. Auxilio Mutuo, 171 DPR 

717, 741 (2007); Suárez Cáceres v. Com. Estatal Elecciones, 176 

DPR 31, 65 (2009); Álvarez v. Rivera, 165 DPR 1, 25 (2005). 

Por otro lado, los foros revisores nos encontramos en la 

misma posición de los tribunales primarios en cuanto a la 

evaluación de determinaciones de hechos fundamentadas en la 

prueba pericial y documental. En tales situaciones, podemos 

adoptar nuestro propio criterio en la apreciación o evaluación de 

la evidencia pericial o documental o incluso descartarla. Dye-Tex 

P.R., Inc. v. Royal Ins. Co., P.R., 150 DPR 658, 662-663 (2000) y 

los casos allí citados. 

A través de su educación o experiencia, el perito ha 

desarrollado un conocimiento o destreza sobre una materia, por 

lo cual puede formar una opinión que sirva de ayuda al juzgador 

de hechos. SLG v. Mini-Warehouse, 179 DPR 322, 338 (2010). El 

valor probatorio del testimonio pericial dependerá de varios 

factores, a saber: (1) si el testimonio está basado en hechos o 

información suficiente; (2) si el testimonio es producto de 

principios y métodos confiables; (3) si la persona aplicó los 

principios y métodos de manera confiable a los hechos del caso; 

(4) si el principio subyacente al testimonio ha sido aceptado 

generalmente en la comunidad científica; (5) las calificaciones o 

credenciales de la persona testigo, y (6) la parcialidad de la 

persona testigo. Regla 702 de Evidencia, 32 LPRA Ap. VI, R. 702.  
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  III.  

 En el caso de autos, el apelante sostiene que el TPI incidió 

al desestimar su reclamación de daños y perjuicios por 

incumplimiento contractual. Supermax sostiene que el deterioro 

del estacionamiento debido a la falta de mantenimiento de parte 

del apelado disminuyó las ventas de su negocio. Conforme con el 

derecho aplicable, el apelante venía obligado a probar la 

existencia del daño y su relación causal con el incumplimiento 

contractual para que la causa de acción prosperara. Es decir que 

tenía que probar que hubo una disminución en ventas y que la 

causa de dicha disminución fue el estado del estacionamiento.  

 A esos efectos el apelante presentó el testimonio del perito 

Rodríguez. El método utilizado por el perito Rodríguez para medir 

el daño fue comparar las ventas de dos tiendas supermax en 

lugares distintos, con clientela distinta, y con competidores 

distintos. El perito Rodríguez procedió a comparar las ventas de 

Supermax antes y después de las reparaciones que dieron origen 

a la controversia. Sin embargo, tal y como apreció el TPI en su 

Sentencia, el perito Rodríguez no logró explicar las fluctuaciones 

mes a mes en las ventas de Supermax, como tampoco logró 

conectar dichas fluctuaciones a las condiciones del 

estacionamiento.  

 Por otro lado, BPP presentó el testimonio del perito Villamil 

quien ilustró al tribunal sobre sesgos y fallas sustanciales en el 

informe del perito Rodríguez. El perito Villamil abundó sobre la 

multiplicidad de factores que pueden influenciar en el aumento o 

disminución de ventas de Supermax. Además, señaló que el perito 

Rodríguez no incluyó una serie de estudios que son importantes 

para poder relacionar las fluctuaciones en ventas al estado del 

estacionamiento. Como, por ejemplo, un estudio del flujo de 
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clientes o vehículos en el área, o un estudio de imagen en el que 

se pudiera comprobar que la imagen de Supermax se vio afectada 

a causa del deterioro del estacionamiento. En ausencia de 

herramientas como las anteriores, es difícil delinear que porciento 

de las fluctuaciones en las ventas son consecuencia del estado del 

estacionamiento. Es decir, no se puede establecer relación causal 

entre la alegada disminución de ventas y la falta de reparaciones 

en el estacionamiento. 

 En adición a lo anterior, la jueza de instancia resaltó en su 

Sentencia, varias observaciones que la condujeron a restarle 

credibilidad al perito Rodríguez. En primer lugar, el perito 

Rodríguez mostró indicios de parcialidad refiriéndose a que el 

“ganó” los casos en los que fungió como perito. Por otra parte, la 

jueza de instancia señaló que al perito Rodríguez hubo que 

llamarle la atención porque interesaba argumentar las objeciones 

levantadas por los abogados. En adición a ello, el perito Rodríguez 

se representó como Contador Público Autorizado aunque su 

licencia estaba inactiva.  

  Conforme con las reglas de evidencia, el valor probatorio 

de un testimonio pericial depende de los siguientes factores: (1) 

si el testimonio está basado en hechos o información suficiente; 

(2) si el testimonio es producto de principios y métodos 

confiables; (3) si la persona aplicó los principios y métodos de 

manera confiable a los hechos del caso; (4) si el principio 

subyacente al testimonio ha sido aceptado generalmente en la 

comunidad científica; (5) las calificaciones o credenciales de la 

persona testigo, y (6) la parcialidad de la persona testigo. El perito 

Rodríguez no logró satisfacer los factores 1,2,3, y 6. Por tanto, 

actuó correctamente la jueza de instancia al restarle credibilidad 

a su testimonio. 
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 Por otra parte, como reiteramos anteriormente, los 

tribunales revisores no debemos intervenir con la apreciación de 

la prueba desfilada, las determinaciones de hechos y las 

adjudicaciones de credibilidad que haga el foro de instancia, salvo 

que haya indicios de pasión, prejuicio, parcialidad o error en la 

apreciación de la prueba. En el caso de autos, el apelante no logró 

demostrar indicios de ninguna de las instancias bajo las cuales los 

tribunales revisores venimos llamados a modificar la apreciación 

de la prueba realizada por el TPI. En consecuencia, es forzoso 

concluir que actuó correctamente la jueza de instancia al 

desestimar la causa de acción restante en el presente caso.  

DICTAMEN 

 Por los fundamentos expuestos, confirmamos la Sentencia 

apelada.  

Lo acordó y manda el Tribunal, y lo certifica la Secretaria 

del Tribunal de Apelaciones.  La Juez Domínguez Irizarry concurre 

sin opinión escrita.    

 

 
LCDA. LILIA M. OQUENDO SOLÍS 

Secretaria del Tribunal de Apelaciones 


